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quejosA Y RECURRENTE: ****************
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIA: luz helena orozco y villa 
En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.”
, a continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia del Amparo Directo en Revisión 4909/2014, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo:

1. Materia de análisis constitucional. Esta Primera Sala advierte que el estudio del presente recurso debe circunscribirse a los agravios de la recurrente encaminados a cuestionar la constitucionalidad del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal a la luz de los derechos a la igualdad y no discriminación. Este análisis se hará a través de cuatro preguntas:
· ¿Cuál es la distribución de cargas probatorias aplicable cuando un cónyuge solicita la compensación prevista en el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal?

· ¿La carga impuesta al solicitante de demostrar la dedicación a las labores del hogar constituye un obstáculo o afectación en el ejercicio del derecho?

· ¿El artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, vulnera los derechos a la igualdad y no discriminación?

· A la luz de los artículos 1° y 4° de la Constitución Federal, ¿qué exigencias surgen para el juzgador al identificar y leer los hechos ante una solicitud de compensación con base en el precepto impugnado?

2. Será la respuesta a estas interrogantes la que permitirá establecer si el precepto impugnado es respetuoso o no de la Constitución Federal. Para ello, es necesario recordar en primer término cuál es el contenido y finalidad del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal. 
ARTICULO 267.- El cónyuge que unilateralmente desee promover el juicio de divorcio deberá acompañar a su solicitud la propuesta de convenio para regular las consecuencias inherentes a la disolución del vínculo matrimonial, debiendo contener los siguientes requisitos:

(…)

VI.- En el caso de que los cónyuges hayan celebrado el matrimonio bajo el régimen de separación de bienes deberá señalarse la compensación, que no podrá ser superior al 50% del valor de los bienes que hubieren adquirido, a que tendrá derecho el cónyuge que, durante el matrimonio, se haya dedicado al desempeño del trabajo del hogar y, en su caso, al cuidado de los hijos o que no haya adquirido bienes propios o habiéndolos adquirido, sean notoriamente menores a los de la contraparte. El Juez de lo Familiar resolverá atendiendo las circunstancias especiales de cada caso.

3. La disposición prevé el derecho que tiene el cónyuge que se haya dedicado a las labores domésticas y de cuidado de los hijos para solicitar ante el Juez de lo Familiar una compensación de hasta el cincuenta por ciento del valor de los bienes adquiridos por el otro cónyuge durante el matrimonio. De lo anterior se advierte que este mecanismo compensatorio está directamente relacionado con un tema más general: la naturaleza del matrimonio como régimen económico y su regulación legal. 
4. Como se puso de relieve al resolver la contradicción de tesis 24/2004-PS
, la institución y el funcionamiento práctico del matrimonio se asienta sobre unas determinadas bases económicas, que originan el denominado régimen económico del matrimonio, el cual puede definirse como la solución que el ordenamiento jurídico ofrece respecto de la manera en que se responde a las necesidades del grupo familiar originado en el matrimonio, tanto en el aspecto interno, referente a la contribución de cada uno de los cónyuges al sostenimiento de las cargas familiares, como en el externo, referente a la responsabilidad de los dos cónyuges frente a terceros acreedores por las deudas familiares.
5. Uno de los límites derivados del interés público y social del Estado en proteger el desarrollo integral de los miembros de la familia, así como del respeto a su dignidad y otros valores constitucionales, constituye la institución jurídica de la compensación prevista en la fracción VI del artículo 267 del Código Civil para el Distrito Federal,
 que encuentra su antecedente inmediato en la llamada indemnización prevista en el artículo 289 Bis del mismo código e introducida por la reforma del año dos mil.
6. El origen de ambas disposiciones se halla en la necesidad de encontrar un mecanismo paliativo de la inequidad que puede producirse cuando se liquida el régimen económico de separación de bienes, que no permite la comunicación entre las masas patrimoniales de los cónyuges. La finalidad, entonces, tanto de la extinta indemnización como de la compensación, es resarcir el perjuicio económico sufrido por el cónyuge que, en aras del funcionamiento del matrimonio, asumió determinadas cargas domésticas y familiares sin recibir remuneración económica a cambio. En este sentido, aquella persona que durante el tiempo que duró el matrimonio reportó costos de oportunidad que generaron un efecto desequilibrador en su patrimonio, tendrá derecho a exigir un resarcimiento por ello.
7. Este mecanismo compensatorio se complementa con (pero es técnicamente independiente de) la obligación de los cónyuges de contribuir al sostenimiento de las cargas familiares, prescrita en el artículo 164 del Código Civil para el Distrito Federal. En efecto, que dos personas se casen bajo el régimen de separación de bienes no les libera, como ya se ha dicho, de la obligación de contribuir a sostener las cargas económicas familiares, y uno lo puede hacer con dinero y el otro mediante el trabajo, como lo reconoce expresamente ahora el artículo 164 Bis del Código Civil —“El desempeño del trabajo en el hogar o el cuidado de los hijos se estimará como contribución económica al sostenimiento del hogar”—. Aquel cónyuge que dedique su tiempo en mayor medida a realizar estas actividades no tendrá oportunidad de dedicar su fuerza de trabajo a obtener ingresos propios por otras vías. Por esta razón, la ley entiende que la forma en la que contribuye al sostenimiento de las cargas matrimoniales y familiares le perjudica en una medida que puede verse como desproporcionada al momento de disolver un régimen económico de separación de bienes. En términos económicos, y como ya se ha dicho, se trata de compensar el costo de oportunidad asociado a no haber podido desarrollarse en el mercado de trabajo convencional, en donde habría obtenido la remuneración económica correspondiente. 
8. Sirve de fundamento la jurisprudencia 54/2012 emitida por esta Primera Sala, con el rubro y texto siguientes:
DIVORCIO. COMPENSACIÓN EN CASO DE. INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 267 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE DEL 4 DE OCTUBRE DE 2008 AL 24 DE JUNIO DE 2011. La finalidad del mecanismo compensatorio previsto en el artículo 267 del Código Civil para el Distrito Federal, vigente del 4 de octubre de 2008 al 24 de junio de 2011, es corregir situaciones de enriquecimiento y empobrecimiento injustos derivadas de que uno de los cónyuges asuma las cargas domésticas y familiares en mayor medida que el otro. A partir de esa premisa originada de la interpretación teleológica de la norma se obtiene que, cuando la disposición citada establece los supuestos en que debe operar la compensación, el elemento común e indispensable es que el cónyuge solicitante se haya dedicado a las labores domésticas y de cuidado, en detrimento de sus posibilidades de desarrollarse con igual tiempo, intensidad y diligencia en una actividad en el mercado laboral convencional. Así, al disolver un matrimonio celebrado bajo el régimen de separación de bienes, tendrá derecho a exigir la compensación hasta en un 50% de los bienes de su contraparte, el cónyuge que se haya dedicado al desempeño del trabajo del hogar y, en su caso, al cuidado de los hijos, sufriendo con ello un perjuicio patrimonial tal que, en consecuencia, 1) no haya adquirido bienes, o 2) haya adquirido notoriamente menos bienes que el otro cónyuge que sí pudo desempeñarse en una actividad remuneratoria. Corresponderá al juez en cada caso, según lo alegado y probado, estimar el monto de la compensación con el objeto de resarcir el perjuicio económico causado.

9. En este orden de ideas, al estar enfocada en la necesidad de equilibrar una situación de desigualdad derivada de las actividades que cada uno de los cónyuges realizó durante el matrimonio, la compensación debe entenderse como una medida legislativa tendiente a asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo, como lo establece tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como la Convención Americana sobre Derechos Humanos
. Específicamente, tal medida reivindica el valor del trabajo doméstico y de cuidado, largamente invisibilizado en nuestra sociedad. 
10. Una vez identificado el origen y finalidad del mecanismo compensatorio previsto en el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, según la jurisprudencia de esta Primera Sala, procede abordar la primera cuestión planteada en el cuestionario.
· ¿Cuál es la distribución de cargas probatorias aplicable cuando un cónyuge solicita la compensación prevista en el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal?

11. Del propio texto de la disposición sustantiva se desprende la procedencia de la compensación siempre y cuando se acrediten los elementos constitutivos de la acción, sin especificar si es a la parte que la solicita a quien corresponde demostrar que se encuentra dentro de los supuestos de la norma, o en su caso, si es a su contraparte a quien le recae la carga probatoria correspondiente. ¿Cómo se distribuye, entonces, la carga probatoria?
12. Siguiendo lo previsto en los artículos 281 y 282 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se desprende que en el proceso civil existen dos reglas fundamentales para distribuir la carga de la prueba: a) las partes deben probar los hechos constitutivos de sus pretensiones, y b) el que niega se encuentra obligado a probar cuando se ubique en alguno de los casos excepcionales que establecen las fracción I, II, III, y IV del artículo 282 aludido
.
13. En consecuencia, corresponde la carga de probar un hecho a la parte que lo hace valer (ya sea como base de su acción o excepción), es decir, a cada parte le corresponde la carga de probar los hechos que sirven de presupuesto al efecto jurídico perseguido, cualquiera que sea su posición procesal. Así, quien invoca una situación jurídica está obligado a probar los hechos fundatorios en que aquélla descansa, pues resulta evidente que quien pretende innovar y cambiar una situación actual, debe soportar la carga de la prueba. En el entendido de que, la parte que niega se encuentra obligada a probar cuando se ubica dentro de los casos excepcionales establecidos por la norma (cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción). 
14. Por su parte, el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal regula las presunciones en los términos siguientes:
De las presunciones

Artículo 379.  Presunción es la consecuencia que la ley o el juez deducen de un hecho conocido para averiguar la verdad de otro desconocido: la primera se llama legal y la segunda humana.

Artículo 380. Hay presunción legal cuando la ley la establece expresamente y cuando la consecuencia nace inmediata y directamente de la ley; hay presunción humana cuando de un hecho debidamente probado se deduce otro que es consecuencia ordinaria de aquel.

Artículo 381. El que tiene a su favor una presunción legal, sólo está obligado a probar el hecho en que se funda la presunción.

Artículo 382. No se admite prueba contra la presunción legal, cuando la ley lo prohíbe expresamente y cuando el efecto de la presunción es anular un acto o negar una acción, salvo el caso en que la ley haya reservado el derecho de probar.

Artículo 383. En los supuestos de presunciones legales que admiten prueba en contrario opera la inversión de la carga de la prueba.

15. De los preceptos transcritos se desprende que una presunción es un mecanismo mediante el cual la ley (en el caso de la presunción legal) o el Tribunal (en el caso de la presunción humana) deducen de un hecho conocido, otro que en realidad es desconocido. La consecuencia de que una de las partes en el juicio cuente con una presunción en su favor, es proyectar inmediatamente sobre su contraparte la carga de probar que el hecho presumido no es verdadero. Lo anterior ocurre en las presunciones llamadas iuris tantum, que son las que admiten prueba en contrario. En las presunciones iure e de iure, la parte a quien le afecta el hecho presumido no tiene posibilidad de neutralizar su efecto mediante prueba en contrario.
16. En el caso del cónyuge que afirma encontrarse dentro de los supuestos establecidos en el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal —esto es, haberse dedicado preponderantemente a las labores del hogar y al cuidado de los hijos durante el vínculo matrimonial—, esta Primera Sala constata que no existe en el texto del código procesal examinado una presunción que lo favorezca. 
17. Así las cosas, debe concluirse que el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal en ningún momento excepciona las reglas sobre carga probatoria ni establece un escenario de ruptura de las condiciones de impartición de justicia de manera imparcial. Por consiguiente, cuando una de las partes dentro de un juicio de divorcio solicita la compensación bajo la afirmación de que se dedicó preponderantemente a las labores del hogar y al cuidado de los hijos durante el vínculo matrimonial, la carga de la prueba de los hechos en que se funda la petición corresponde a la parte solicitante. Esto sin perjuicio de que el juez pueda desprender una presunción humana de las pruebas que se hayan ofrecido y de las circunstancias particulares de cada caso. 

18. Orienta esta determinación la jurisprudencia 26/2009 emitida por esta Primera Sala en relación a la indemnización, figura antecedente de la actual compensación, de rubro y texto siguientes:

DIVORCIO. CUANDO SE DEMANDA LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 289 BIS DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, CORRESPONDE A LA PARTE SOLICITANTE PROBAR LOS HECHOS EN QUE FUNDA SU PETICIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 3 DE OCTUBRE DE 2008). La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, vigente hasta el 3 de octubre de 2008, prevé la posibilidad de que cualquiera de los cónyuges demande, bajo ciertas condiciones, una compensación económica, es decir, una indemnización disponible para cualquiera de ellos, sin excepcionar las reglas sobre carga probatoria que regulan el juicio civil y sin justificar la existencia de una presunción legal a favor de alguna de las partes. Ahora bien, conforme a los artículos 281 y 282 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, la carga probatoria compete a las partes, atendiendo a su problemática de hacer prosperar sus acciones o excepciones, según corresponda. En congruencia con lo anterior, se concluye que cuando en un juicio ordinario civil de divorcio se demanda la indemnización prevista en el citado artículo 289 Bis, bajo el argumento de haberse dedicado en el lapso que duró el matrimonio preponderantemente al desempeño del trabajo del hogar y, en su caso, al cuidado de los hijos, corresponde a la parte solicitante probar los hechos en que funda su petición, pues lo contrario rompería con las condiciones de impartición de justicia imparcial. Lo anterior sin perjuicio de que de las pruebas aportadas y de las circunstancias particulares de cada caso pueda desprenderse una presunción humana que demuestre esos extremos.

[énfasis añadido]

19. Ahora bien, el motivo central de agravio de la recurrente en el presente asunto es que precisamente, a su parecer, la imposición de la carga probatoria al solicitante de la compensación de demostrar que se dedicó a las labores domésticas y de cuidado vulnera los derechos de igualdad y no discriminación, pues se exige a un grupo económica y socialmente débil la acreditación de un hecho, en lugar de otorgarle un trato diferenciado tendente a una protección efectiva de su condición vulnerable. Lo anterior, aunado a que, por un “tema cultural” en nuestro país, esa carga se impone por lo general a la mujer, pues es quien en la mayoría de los casos cumple con ese rol, por lo que la recurrente concluye que la norma resulta discriminatoria indirectamente en razón de género. 

20. A fin de dar debida contestación a los planteamientos de la recurrente, es preciso atender la siguiente pregunta:

· ¿La carga impuesta al solicitante de demostrar la dedicación a las labores del hogar constituye un obstáculo o afectación en el ejercicio del derecho?

21. Esta Primera Sala estima que la argumentación de la recurrente en relación a la inconstitucionalidad del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, parte de una premisa falsa: la concepción de que la carga probatoria es en sí misma un obstáculo o una afectación para el ejercicio del derecho a la compensación. 

22. Como sabemos, la relación jurídico-procesal impone a las partes o sujetos determinadas conductas en el desarrollo del proceso, cuya inobservancia les acarrea consecuencias adversas, como la pérdida de las oportunidades para su defensa, la ejecutoria de providencias desfavorables e incluso la pérdida del proceso.
 Ya sea que se le califique como deber libre, imperativo del propio interés, acto necesario para la eficacia del ejercicio de un derecho, e incluso facultad o poder de obrar libremente en beneficio propio, la carga probatoria se caracteriza por ser una relación jurídica activa (al contrario de la obligación, que es una relación jurídica pasiva y una categoría de deber) en la que el sujeto se encuentra en absoluta libertad para escoger su conducta y ejecutar o no el acto que la norma completa, no obstante que su inobservancia puede acarrearle consecuencias desfavorables. En tal virtud ninguna persona (ni el juez en las cargas procesales) puede exigirle su cumplimiento y, menos aún, obligarlo coercitivamente a ello, de lo cual se deduce que la inobservancia de la carga es perfectamente lícita. Así, la inobservancia de la carga no causa ninguna sanción jurídica ni económica, sino simplemente implica para la parte dejar de recibir los beneficios estatuidos en la norma. 

23. Por consiguiente, existe una conveniencia práctica de observar la carga, pero no un necessitas o necesidad jurídica, ni tampoco un deber ni una obligación para consigo mismo, mucho menos respecto del Estado o del juez, o de la parte contraria en el proceso o de terceros en general.
 En este sentido, la carga de la prueba no resulta un obstáculo o una afectación al ejercicio del derecho, sino un poder o facultad de ejecutar libremente ciertos actos para beneficio e interés propio.  

24. De ahí que sea falsa la premisa a partir de la cual la recurrente construye su argumentación sobre la inconstitucionalidad del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, pues el mero hecho de que el solicitante de la compensación deba acreditar su dedicación a las labores domésticas y de cuidado no constituye en sí mismo un obstáculo o afectación para obtener dicho beneficio. Por el contrario, es a partir justamente de tal acreditación que puede valorarse su pretensión en su justa dimensión y arribarse a una conclusión sobre su contribución en el patrimonio generado durante la vigencia del matrimonio. 
25. Sin embargo, la recurrente insiste en que la imposición de la carga probatoria a la persona que se dedicó al hogar resulta inconstitucional ya que obliga al cónyuge débil a soportar un “perjuicio desigual, injustificado y desproporcionado”,  mientras que al cónyuge que tuvo oportunidad de generar ingresos en el mercado laboral convencional y construir un patrimonio, no se le impone carga alguna. A tal tratamiento legislativo la recurrente lo califica como discriminatorio. Ello nos lleva a analizar su planteamiento mediante la siguiente interrogante.
· ¿El artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal vulnera los derechos a la igualdad y no discriminación?

26. Esta Primera Sala estima que si la carga de la prueba de demostrar que el solicitante asumió determinadas cargas domésticas y de cuidado no puede equipararse a una afectación, entonces difícilmente puede encuadrar en un acto discriminatorio de parte del legislador. Lo anterior es así toda vez que la discriminación implica una distinción, exclusión o restricción que tiene por objeto o por resultado impedir, anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de un derecho, en condiciones de igualdad, por lo que si la mera carga procesal no impide, anula o menoscaba el derecho a la compensación, por un lado, ni tampoco margina a la persona solicitante ni vulnera su dignidad, por el otro, no podría afirmarse que viola el derecho a la igualdad. En otros términos, sin afectación o daño, no existe un trato discriminatorio. 

27. Ahora bien, la recurrente aduce que la norma impugnada genera una discriminación indirecta al perjudicar desproporcionadamente a las mujeres, quienes mayoritariamente desempeñan el trabajo doméstico. Este órgano jurisdiccional no desconoce que la regulación sobre las labores domésticas y de cuidado tendrá necesariamente una mayor repercusión en las mujeres mientras este grupo social siga realizando dichas actividades en mayor proporción que los hombres. En este sentido, si bien es cierto que cualquier disposición relativa al trabajo del hogar impactará más a las mujeres, ello en sí mismo no se traduce en una discriminación indirecta en su perjuicio. Como se sostuvo líneas arriba, lo crucial en el análisis de un alegato de discriminación, ya sea directa o indirecta, es que la disposición, criterio o práctica genere una afectación o un daño. Resulta aplicable la tesis CCCLXXIV/2014 de esta Primera Sala, cuyo rubro y texto son los siguientes:
DISCRIMINACIÓN INDIRECTA O POR RESULTADOS. ELEMENTOS QUE LA CONFIGURAN. Del derecho a la igualdad previsto en el artículo 1o. de la Constitución Federal y en diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos ratificados por el Estado Mexicano, se desprende que la discriminación puede generarse no sólo por tratar a personas iguales de forma distinta, o por ofrecer igual tratamiento a personas que están en situaciones diferentes; sino que también puede ocurrir de manera indirecta cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente neutral ubica a un grupo social específico en clara desventaja frente al resto. En este sentido, los elementos de la discriminación indirecta son: 1) una norma, criterio o práctica aparentemente neutral; 2) que afecta de manera desproporcionadamente negativa a un grupo social; y 3) en comparación con otros que se ubiquen en una situación análoga o notablemente similar. De lo anterior se desprende que, a fin de que un alegato de discriminación indirecta pueda ser acogido, es indispensable la existencia de una situación comparable entre los grupos involucrados. Este ejercicio comparativo debe realizarse en el contexto de cada caso específico, así como acreditarse empíricamente la afectación o desventaja producida en relación con los demás. Por su parte, a fin de liberarse de responsabilidad, el actor acusado de perpetrar el acto discriminatorio debe probar que la norma no tiene sólo una justificación objetiva sino que persigue un fin necesario
.

[énfasis añadido]

28. Del criterio transcrito se advierte que, efectivamente, uno de los elementos indispensables para la configuración de la discriminación indirecta es “que afecte de manera desproporcionadamente negativa a un grupo social”. Sin embargo, en el caso específico del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, la mera distribución de las cargas probatorias no anula ni menoscaba el derecho a la compensación, por lo que esta Primera Sala no advierte el daño o la afectación de la construcción normativa. 
29. Específicamente, desde la perspectiva de género, tanto un hombre como una mujer tendría las mismas oportunidades y posibilidades de obtener un resultado positivo en relación al supuesto normativo, por lo que de las cargas procesales no se advierte un impacto adverso en el ejercicio de los derechos de uno y otro. Sirve de apoyo la tesis 1a. CCCVI/2014, de rubro y texto siguientes:
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN POR CUESTIONES DE GÉNERO. PARA ANALIZAR SI UNA LEY CUMPLE CON ESTE DERECHO FUNDAMENTAL, DEBE TENERSE EN CUENTA QUE LA DISCRIMINACIÓN PUEDE SER DIRECTA E INDIRECTA. Para analizar si una ley ordinaria cumple o no con el derecho humano a la igualdad y no discriminación por cuestiones de género, reconocido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se robustece con el numeral 4o., párrafo primero, de la propia Constitución, debe considerarse que dicha discriminación puede ser directa e indirecta. La directa se presenta cuando la ley da a las personas un trato diferenciado ilegítimo; mientras que la indirecta se actualiza cuando la discriminación se genera como resultado de leyes, políticas o prácticas que, en apariencia, son neutrales, pero que impactan adversamente en el ejercicio de los derechos de ciertos grupos o personas. Así, el legislador debe evitar el dictado de leyes que puedan crear una situación de discriminación de jure o de facto. Por tanto, al realizar el análisis en cuestión, debe verificarse que tanto el hombre como la mujer tengan las mismas oportunidades y posibilidades de obtener iguales resultados y, para ello, no siempre basta con que la ley garantice un trato idéntico, sino que, en ocasiones, deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre ellos y las que la cultura y la sociedad han creado para determinar si el trato que establece la ley para uno y otra es o no discriminatorio, considerando que en ciertas circunstancias será necesario que no haya un trato idéntico precisamente para equilibrar sus diferencias; sin embargo, en esos casos, el trato diferenciado deberá ser lo suficientemente objetivo y razonable y no atentar directa o indirectamente contra la dignidad humana; de ahí que no debe tener por objeto obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades
.

30. No pasa inadvertido para este órgano jurisdiccional que la recurrente pareciera desprender de la vulnerabilidad o debilidad del grupo social conformado por aquellas personas que asumen las labores domésticas y de cuidado en la dinámica matrimonial, la exigencia para el juez de eximirlas de la carga procesal referida, en aras del derecho a la igualdad. Sobre esta base, la recurrente sostiene que el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, trastoca la esfera de un grupo económica y socialmente débil al imponerle demostrar un supuesto cuando ya de por sí está en desventaja en el matrimonio, en lugar de otorgarle un trato diferenciado tendente a protegerlo. Así, desde su perspectiva, el legislador debió materializar la igualdad en las cargas impuestas a los cónyuges, estableciendo para ello una especie de presunción a favor de “la parte débil” que no tuvo oportunidad de generar ingresos en el mercado laboral convencional, liberándolo de la demostración de que se dedicó al trabajo doméstico para acceder a la compensación.
31.  Esta visión resulta problemática en al menos tres sentidos: 1) parte de una concepción esencialista de la vulnerabilidad del cónyuge que realizó tareas domésticas; 2) reduce las vertientes del trabajo doméstico al único supuesto de dedicación plena y exclusiva a las labores de casa; y 3) altera la distribución de las cargas probatorias en detrimento de la veracidad. Analicemos cada aserción por separado. 
1) Concepción esencialista de la vulnerabilidad del cónyuge que realizó tareas domésticas

32. La construcción argumentativa de la recurrente implica la proposición de que aquella persona que haya asumido las labores domésticas y de cuidado en la dinámica familiar es per se débil y vulnerable. Es decir, que una persona, por la única razón de haber realizado determinadas actividades durante el matrimonio, se encuentra en desventaja frente a otra en tal medida que se le deba eximir, dentro de un proceso, de la carga de probar sus afirmaciones. Esta Primera Sala estima que tal categorización no constituye un buen punto de partida para hacer realidad el derecho a la igualdad.
33. Resulta innegable que existen determinadas condiciones estructurales que efectivamente obstaculizan el acceso a los derechos, tales como la marginación, la pobreza y los estereotipos culturales negativos asociados al género, origen étnico y estatus socioeconómico, entre otros. Esta situación genera un círculo vicioso, en donde las múltiples desventajas que enfrentan ciertos grupos sociales se refuerzan mutuamente. Sin embargo, el juzgador debe ser cauteloso de no incorporar o reforzar preconcepciones o generalizaciones en sus decisiones, como sería considerar que una persona es esencialmente débil o vulnerable sin atender a las especificidades del caso concreto. De lo contrario, se llegaría al absurdo de afirmar que un individuo, simplemente por realizar tareas domésticas, está imposibilitado para aportar medios de convicción o debe quedar exento de cualquier carga procesal en un procedimiento jurisdiccional. Paradójicamente, una posición de esta naturaleza, lejos de reivindicar el trabajo doméstico, construye un estereotipo negativo en sede jurisdiccional de quien realiza las labores domésticas y de cuidado.
34. En este sentido, la solución para la eliminación de los obstáculos materiales en la impartición de justicia debe pasar necesariamente por un análisis de las circunstancias especiales de cada caso concreto —edad, condición social, nivel educativo y posición económica de las partes, por ejemplo— y no resolver mediante la utilización de exenciones o presunciones como las planteadas por la recurrente, que pretenden borrar la relevancia de los hechos y su contexto. 
2) La reducción del trabajo doméstico al supuesto de dedicación plena y exclusiva a las labores de casa

35. Cuando la recurrente aduce la falta de equidad ante la exigencia normativa para el cónyuge débil de demostrar que se dedicó a las labores de casa, implícitamente reduce las variadas vertientes del trabajo doméstico al único supuesto de dedicación plena y exclusiva a dicha actividad. La principal consecuencia negativa de tal aproximación es que invisibiliza las otras condiciones en las que se realiza la mayor parte del trabajo doméstico no remunerado en nuestro país. 
36. En efecto, para estimar en sus justos términos el trabajo doméstico, debe tenerse en cuenta las muy diversas modalidades, condiciones y circunstancias en las que se presta, pues es lo que eventualmente permitirá al juez establecer el monto de la compensación. Un primer aspecto es la precisión de qué constituye la dedicación al trabajo del hogar y al cuidado de los hijos. 

37. Al respecto, esta Primera Sala ya ha reconocido la distinción entre la operación directa y la gestión de las labores “domésticas”, otorgando un valor a ambas para efectos del mecanismo compensatorio si generaron un perjuicio económico que deba repararse.
 Así, en la contradicción de tesis 490/2011, este órgano jurisdiccional señaló la relevancia de reconocer que si bien en la sociedad actual un porcentaje importante de hogares está conformado por parejas trabajadoras de tiempo completo, uno de los cónyuges continúa asumiendo las labores referidas o gestionando que éstas se realicen, y debe ser compensado si ello se tradujo en un menoscabo patrimonial
.
38.  En este sentido, debe tomarse en consideración que la dedicación al hogar y al cuidado de los dependientes puede traducirse en una multiplicidad de actividades no excluyentes entre sí, y que deben valorarse en lo individual
. Entre ellas es posible distinguir los siguientes rubros:
a) Ejecución material de las tareas domésticas. Estas actividades pueden consistir en barrer, planchar, fregar, preparar alimentos, limpiar y ordenar la casa en atención a las necesidades de la familia y del hogar.

b) Ejecución material de tareas fuera del hogar, pero vinculadas con la organización de la casa y la obtención de bienes y servicios para la familia. Estas actividades involucran gestiones ante oficinas públicas, entidades bancarias o empresas suministradoras de servicios (luz, agua, teléfono, gas), compras de mobiliario y enseres para la casa, así como de productos de salud y vestido para la familia. 

c)  Realización de funciones de dirección y gestión de la economía doméstica y de la vida familiar. Estas actividades comprenden dar órdenes a empleados domésticos sobre el trabajo diario y supervisarlos, así como hacer las gestiones para la reparación de averías, mantenimiento y acondicionamiento del hogar. 

d) Cuidado, crianza y educación de los hijos, así como el cuidado de parientes que habiten el domicilio conyugal. Estas tareas abarcan el apoyo material y moral de los menores de edad (y, en ocasiones, de personas mayores). Por ejemplo, las acciones consistentes en la atención, alimentación y acompañamiento físico de los dependientes, llevar y recoger a los niños de la escuela, acompañarlos al médico, organizar las actividades extracurriculares, acudir a entrevistas con los profesores del centro escolar y, en general, asistirlos personalmente en sus necesidades. 

39. A partir de esta exposición es posible identificar las diversas modalidades en las que uno de los cónyuges puede realizar el trabajo doméstico, que eventualmente podrían causarle un perjuicio económico por no poder dedicarse con igual tiempo, intensidad y diligencia a otra actividad en el mercado de trabajo remunerado que generara a su favor un derecho a la compensación prevista en el artículo 267 del Código Civil para el Distrito Federal. 
40. Un segundo aspecto que debe considerarse es qué parte del tiempo disponible del cónyuge solicitante es empleado para la realización de las tareas domésticas. Efectivamente, un parámetro de medición que permite graduar la dedicación al hogar constituye el tiempo ocupado en ésta. Bajo tal criterio, es posible distinguir los siguientes supuestos:
a) La dedicación plena y exclusiva al trabajo del hogar de parte de uno de los cónyuges

b) La dedicación mayoritaria al trabajo del hogar de uno de los cónyuges compatibilizada con una actividad secundaria fuera de éste

c) La dedicación minoritaria al trabajo del hogar de uno de los cónyuges compatibilizada con una actividad principal, pero mayoritaria y más relevante que la contribución del otro cónyuge

d) Ambos cónyuges comparten el trabajo del hogar y contribuyen a la realización de las tareas domésticas.

41. Esta diversidad, tanto de posibles actividades que involucran trabajo doméstico como del grado de dedicación que implican, revela la visión reduccionista de la recurrente, que propone una presunción absoluta a favor del cónyuge que se dedicó al hogar para liberarlo de la carga de demostrar su dicho, cuando ni todas las personas que asumen las labores domésticas y de cuidado realizan las mismas actividades ni lo hacen en la misma proporción. En este orden de ideas, el trabajo remunerado en el mercado convencional no excluye per se de la compensación al cónyuge que realizó tareas en el hogar, como tampoco el apoyo de empleados domésticos en el domicilio conyugal elimina su procedencia. 
42. Sin embargo, de presumirse la dedicación plena y exclusiva al hogar con la mera afirmación de uno de los cónyuges —como lo pretende la recurrente—, sería imposible valorar las especificidades, duración y grado de dedicación al trabajo del hogar, que son los elementos a considerar para determinar el monto de la eventual compensación, como lo dispone el artículo 267 del Código Civil para el Distrito Federal. Ello a todas luces sería contrario a la finalidad misma del mecanismo compensatorio: revertir los costos de oportunidad asumidos por el cónyuge que asumió las labores domésticas y de cuidado en mayor medida que el otro sin poder desarrollarse con igual tiempo, intensidad y diligencia en el mercado laboral convencional.
3) Alteración de la distribución de las cargas probatorias en detrimento de la veracidad

43. La tercera razón por la que la proposición de la recurrente —de exentar de la carga de la prueba al cónyuge solicitante de la compensación— resulta problemática es que implica una alteración de la distribución de las cargas probatorias en perjuicio de la determinación de la verdad en el caso concreto, en un juicio en el que la prestación reclamada requiere indefectiblemente de la valoración de las circunstancias especiales que califican el asunto.
44. En efecto, la recurrente solicita, en aras del derecho a la igualdad, que el juez tenga por verdadero el hecho que alega, incluso en el supuesto de cuando no exista ninguna prueba sobre él, y que la “verdad” de este hecho continúe siendo vinculante para el juez si es que la otra parte no prueba lo contrario. Considerada así, la presunción propuesta parece por tanto intrínsecamente contraepistémica, en la medida que pretende evitar que se prueba el hecho presumido
. Asimismo, el hecho de que la presunción se base en una “regla de experiencia” —que las mujeres son quienes en su mayoría realizan las labores domésticas y de cuidado— no la sustrae de que exista una diferencia entre la generalidad de la presunción y la falta de generalidad de la regla de experiencia, y esta diferencia determina el margen de error que habría con el consecuente déficit de veracidad en la decisión final sobre los hechos
. 
45. Si bien es verdad que esta condición está presente en toda presunción, ya sea legal o humana, esta Primera Sala estima que la propuesta de la recurrente presenta dificultades específicas, pues a diferencia de lo que ocurre cuando es el legislador el que interviene en la distribución de las cargas probatorias, siempre de manera expresa y con una formulación general conocida por las partes aun antes de que éstas den inicio al proceso, la presunción jurisprudencial pretendida pareciera ir justamente en contra de lo que prevé el último párrafo del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, esto es, que el Juez de lo Familiar resuelva “atendiendo a las circunstancias especiales de cada caso”. 
46. Vistas así las cosas, pareciera que la visión de la recurrente, lejos de reivindicar el derecho a la igualdad, lo transgrede, pues parte de una concepción esencialista de la vulnerabilidad; invisibiliza vertientes del trabajo del hogar alternas a la dedicación exclusiva y plena de las labores domésticas; y altera la distribución de las cargas en detrimento de la verdad histórica. 
47. De conformidad con lo expuesto, debe concluirse que sus agravios de son infundados, ya que el artículo 267, fracción VII, del Código Civil para el Distrito Federal no contraviene el derecho a la igualdad, antes bien, en su formulación los derechos y cargas procesales se conceden e imponen a las partes sin discriminación entre ellas, de tal modo que el resultado a que cada cual aspira no resulta favorecido por privilegios ni perjudicado por gravámenes. 
· A la luz de los artículos 1° y 4° de la Constitución Federal, ¿qué exigencias surgen para el juzgador al identificar y leer los hechos ante una solicitud de compensación con base en el precepto impugnado?

48. Ahora bien, lo anterior desde luego no exime al juzgador de la obligación de impartir justicia con perspectiva de género cada vez que analice la procedencia y monto de la compensación. Como lo ha sostenido esta Primera Sala, todos los órganos jurisdiccionales del país utilicen este método analítico que pretende detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género. Resultan aplicables las tesis de rubros: “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”
 y “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN IMPARTIR JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”
. 
49. En efecto, esta Primera Sala ha reiterado en diversas ocasiones que la compensación constituye un mecanismo paliativo a la inequidad que puede producirse cuando se liquida el régimen de separación de bienes, y si bien siempre ha advertido la construcción neutral de la institución en términos de género, también ha reconocido que su origen fue, sin lugar a dudas, atender a la igualdad entre hombres y mujeres.
50. Desde la Exposición de Motivos que dio origen a su antecedente, la indemnización —entonces prevista en el artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal e introducida en la reforma que entró en vigor el veintiséis de mayo del año dos mil—  el legislador explicó que las modificaciones legislativas tenían como finalidad “la protección de género”, aludiendo a la necesidad de equilibrar la situación de hombres y mujeres generadas a partir de los roles tradicionales asignados a cada sexo, como lo era el trabajo del hogar.
"Se necesitan reformas que respondan a realidades sociales y a pretensiones de equidad y justicia para las mujeres y los niños, cuya principal guía sea considerarlos sujetos de derecho y no fundamentalmente objetos de la ley (…). Planteamos cambios urgentes a la legislación civil, sin renunciar a la elaboración de un nuevo Código, pero consientes (sic) que hay cuestiones de atención más inmediatas que otras, tales como la protección a las mujeres, a los menores, a la familia […]. Se señala con toda claridad que el trabajo en el hogar o el cuidado de los hijos tiene el mismo valor que el realizado afuera, por lo que se considera como aportación económica.”

51. En este sentido, la interpretación del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, debe estar siempre orientada al pleno reconocimiento de los preceptos 1° y 4° de la Constitución Federal. Ello se traduce en la exigencia para el juzgador que conozca de una solicitud de compensación de evitar precisamente la invisibilización del trabajo doméstico. Esto es, la premisa fundamental de la que debe partir el juez es que alguien se dedicó a realizar las labores domésticas y familiares en alguna medida durante la vigencia del matrimonio. Como se ha señalado en esta ejecutoria, son muy diversas las condiciones y circunstancias en las que puede realizarse el trabajo doméstico, pero lo que resulta indudable es que, independientemente de la repartición entre los cónyuges en un caso específico, las tareas que lo involucran no se hicieron solas. Esto no equivale a sostener que necesariamente alguno de los cónyuges ejecutó materialmente tales labores, que se dedicó de manera plena y exclusiva a ello, o que lo hizo en mayor medida que el otro cónyuge. Puede ser que ambos cónyuges compartieran y contribuyeran equitativamente a la realización del trabajo doméstico. Lo definitivo es que dicho trabajo se realizó.
52. En esta tesitura, ante la duda de cómo se distribuyeron las cargas domésticas y de cuidado durante el matrimonio, el juez debe asumir un rol activo en el proceso y utilizar las herramientas que el ordenamiento le brinda para que la sentencia se conforme en el mayor grado posible a los imperativos de la justicia. En este sentido, el juez debe tener presente que en las controversias del orden familiar tiene a su alcance una serie de atribuciones que lo facultan a actuar de forma más versátil que el estricto principio dispositivo, dada la trascendencia de las relaciones jurídicas involucradas. Así, las facultades probatorias del juez y las medidas para mejor proveer pueden complementar la actividad probatoria de las partes a fin de esclarecer la verdad de algún hecho controvertido. Esta cuestión resulta de particular importancia en un juicio en el que se solicita la compensación, toda vez que no puede dejarse de lado el hecho de que la repartición de las labores domésticas y de cuidado en la mayoría de las ocasiones constituye un acuerdo privado (y a veces, hasta implícito) entre los cónyuges, así como que el trabajo doméstico, en sus diversas modalidades, se realiza preponderantemente también en la esfera privada. De ahí que, si bien no le asiste la razón a la recurrente cuando sostiene que la acreditación de la dedicación al hogar en matrimonios en los que no se ha procreado hijos, resulta “imposible de probar”, lo cierto es que en ocasiones el tipo de actividad y su realización a vista de pocos puede dificultar su demostración, circunstancia que debe valorar el juez para el efecto de “proveer mejor” a fin de lograr la convicción sobre el material probatorio. 
53. Debe decirse con claridad que lo anterior de forma alguna va en detrimento del principio de imparcialidad del juez, pues al ordenarse una medida para mejor proveer no se conoce su resultado (que puede beneficiar a una u otra de las partes). La racionalidad que hay detrás de tales medidas es despejar las dudas del juez antes de dictar la sentencia, por lo que nunca pueden ir encaminadas a remediar el descuido, negligencia o impericia de las partes. Ello con independencia de que de las pruebas aportadas y de las circunstancias particulares de cada caso el juez pueda desprender una presunción humana. Lo relevante es no invisibilizar el trabajo doméstico, pues ello iría en contra de la finalidad misma de la disposición legal y, por ende, de los artículos 1° y 4° de la Constitución Federal. 
54. Ahora bien, esta Primera Sala advierte que la materia de la presente resolución se circunscribe al estudio de la constitucionalidad del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, y que no sería posible en esta sede hacer una revisión de la legalidad y valoración del caudal probatorio en el juicio de origen, lo cual fue materia de análisis en la ejecutoria de dos de abril de dos mil catorce en los autos del juicio de amparo directo 463/2013, fallo que tiene el carácter de cosa juzgada y, por ende, no podría ser modificado sin afectar el principio de seguridad jurídica, que impide lógicamente el análisis de una sentencia firme con motivo de una segunda demanda. 
55. De ahí que, en la materia específica de la revisión, esta Primera Sala concluye que el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal no contraviene la Constitución Federal.
� Jurisprudencia P./J. 53/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Pleno, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I, Página: 61. 


� Disposición vigente del cuatro de octubre de dos mil ocho al veinticuatro de junio de dos mil once. 


� Contradicción de tesis 24/2004-PS fallada por esta Primera Sala el tres de septiembre de dos mil cuatro. 


� Del que se analiza el contenido vigente del cuatro de octubre de dos mil ocho al veinticuatro de junio de dos mil once, por ser la norma impugnada por el quejoso. 


� 1a./J. 54/2012 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VII, mayo de 2012, Tomo 1, página 716.


� Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos


Artículo 3. 


Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto. 


Artículo 23.


1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 


2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen edad para ello. 


3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos.


Convención Americana sobre Derechos Humanos


Artículo 17. Protección a la Familia. 


1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado. 


2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención. 


3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. 


4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.  En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. 


5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo. 


Artículo 24. Igualdad ante la Ley. 


Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 








� Artículo 281. Las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones.


Artículo 282. El que niega sólo será obligado a probar:


Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;


Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante;


Cuando se desconozca la capacidad;


Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.


� 1a./J. 26/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, junio de 2009, página 112. 


� Devis Echandía Hernando,Teoría general de la prueba judicial, Temis, Bogotá, Tomo I, 5° edición, 2006, p. 375. 


� Idem., p. 398. 


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro II, octubre de 2014, tomo I, página 603. 


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 10, septiembre de 2014, tomo 1, página 579. 


� Contradicción de tesis 490/2011, fallada por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintinueve de febrero de dos mil doce, por mayoría de cuatro votos. Páginas 36 y 37 de la sentencia. 


� Idem., página 38 de la sentencia. 


� Véase Díez-Picazo Giménez, Gema, et al, Derecho de Familia, Thomson Reuters, 2012, páginas 827, 1396-1407; Grandal Delgado, Cristina, “La valoración económica del trabajo doméstico” en La situación jurídica de la mujer en los supuestos de crisis matrimonial, Cádiz, Universidad, 1996, p. 296; Cañizares Aguado Ricardo, “La indemnización del trabajo para la casa del artículo 1438 del Código Civil en el Régimen de Separación de Bienes”, Apuntes para la Asociación Española de Abogados de Familia; Novales Alquézar, María de Aránzazu, “La valoración del trabajo doméstico en el régimen económico matrimonial del Código Civil español”, Aequalitas: Revista jurídica de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, No. 9, 2002, páginas 26-32.


� Véase al respecto Taruffo Michele, Simplemente la verdad, Marcial Pons, Madrid, 2010, páginas 254-266. 


� Ídem., p. 260. 


� Tesis 1a. C/2014 publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, marzo de 2014, tomo I, página 523, cuyo texto es: Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método en toda controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por motivos de género.


� Tesis XCIX/2014 publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, marzo de 2014, tomo I, página 524, cuyo texto es: De los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 6 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, "Convención de Belém do Pará", adoptada en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1999 y, 1 y 16 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la asamblea general el 18 de diciembre de 1979, publicada en el señalado medio de difusión oficial el 12 de mayo de 1981, deriva que el derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género. Así, el reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, que constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad. De ahí que el juez debe cuestionar los estereotipos preconcebidos en la legislación respecto de las funciones de uno u otro género, así como actuar con neutralidad en la aplicación de la norma jurídica en cada situación; toda vez que el Estado tiene el deber de velar porque en toda controversia jurisdiccional donde se advierta una situación de violencia, discriminación o vulnerabilidad por razones de género, ésta sea tomada en cuenta a fin de visualizar claramente la problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e igualitaria.
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